
RELACIÓN DE SENTENCIAS
DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
PUBLICADAS DESDE JULIO
HASTA OCTUBRE DE 1987

LUIS AGUIAR DE LUQUE

(con la colaboración de Fernando Rey)

Sentencia núm. 110/87, de 1 de juíio (núm. Reg. 1136/85), «BOE» núm.

Topo de procedimiento: Recurso de amparo.

Ponente: Sr. Rodríguez Pinero.

Falo: Desestimatorio.

Actor: Corporación jurídico-pública.

Acto impugnado: Sentencia de la Sala IV del Tribunal Supremo.

Preceptos de referencia: Artículos 24 de la CE y 35 y 64 de la Ley de la
Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Cuestiones analizadas: Necesidad de emplazamiento personal y directo;
conocimiento extraprocesal de las resoluciones judiciales y su notificación.
Eficacia retroactiva de la Constitución.

Precedentes prisprudenctalles: a) Emplazamiento por edictos: véase, por
todas, la Sentencia 101/86, de 15 de julio, y jurisprudencia allí citada.
b) Conocimiento extraprocesal de las resoluciones judiciales y su notifica-
ción: Sentencias núms. 45/85, de 26 de marzo; 56/85, de 29 de abril, y
81/85, de 4 de julio de 1985. c) Eficacia retroactiva de la Constitución: Sen-
tencia 4/84, de 23 de enero.

Comentario:

Reitera jurisprudencia precedente.
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Semtemcia mam. 111/87, de 1 de jelio (núm. Reg. 183/86), «BOE» mtúumi.

Tipo de procedimiemto: Recurso de amparo.

Pomemte: Sr. Truyol Serra.

Fallo: Desestimatorio.

Actoir: Particular.

Acto impugnado: Sentencia de Magistratura de Trabajo.

Preceptos de ireffeireinicüa: Artículos 14, 24.1 y 28 de la CE, 44.1.a; de la
Ley Orgánica del Tribunal Constitucional y 191 de la Ley de Procedimiento
Laboral.

is: Desestimación del amparo por no haber agotado
previamente los recursos utilizables.

Comemíairio:

Carece de interés doctrinal.

Semtemcia mámm. 112/87, de 2 de julio (múm. Reg. 814/86), «BOE» núm.

: Recurso de amparo.

Poniente: Sr. De la Vega Benayas.

Fallo: Estimatorio.

Actor: Particular.

Acto impaiigmado: Sentencia de Audiencia Territorial.

Precepto de refferamcia: Artículo 24.1 de la CE.

Omestiomes amacizadas: Tutela judicial efectiva, derecho al recurso y prin-
cipio procesal de contradicción.

Comemtaurio:

Reitera jurisprudencia precedente.
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§emtemtía múm. 113/87, de 3 de piño (múm. Keg. 772/85), «BOE» mannm. 180.

Tipo de procedí imieiniilo: Recurso de amparo.

Pomemte: Sr. Leguina Villa.

Fallo: Desestimatorio.

Ación Particular.

Acto impiDgmado: Sentencia de Audiencia Provincial.

Preceptos de ireffeireinida: Artículo 24.2 CE y LO 10/1980, de procedi-
miento oral de delitos dolosos, menos graves y flagrantes.

Ceesíiomes amalizadas: La imparcialidad del órgano judicial como inte-
grante del derecho a un proceso público con todas las garantías.

Comemíario:

La cuestión que motiva el recurso es la de si la aplicación del procedi-
miento monitorio previsto en la LO 10/1980 supone una vulneración de la
garantía constitucional a un órgano judicial imparcial. El Tribunal, después
de estimar incluida la imparcialidad del órgano judicial dentro de las garan-
tías del proceso a que se refiere el artículo 24.2 CE por el recurso interpre-
tativo que realiza al artículo 10.2 CE (derecho previsto en los artículos 10 de
la Declaración Universal de Derechos Humanos y 6.1 del Convenio de Roma),
entiende, invocando doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos
(caso Piersack), que «la acumulación funcional de las competencias instruc-
torias y de las puramente juzgadoras en un mismo órgano pueden tener rele-
vancia para determinar si se ha respetado o no la garantía de imparcialidad
del juzgador». Pero, dado que en el procedimiento en el que resultó conde-
nada la recurrente fueron distintos el juez que instruyó y el que falló, «cual-
quiera que sea la valoración que pueda merecer, en abstracto, la LO 10/1980,
desde el punto de vista del derecho fundamental a ser juzgado por un Tribu-
nal imparcial», no cabía ver, en el caso concreto, lesión de tal garantía, por
lo que el amparo es desestimado y, por tanto, se cierra con ello la vía del
autoplanteamiento de la cuestión (art. 55.2 LOTC).
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Serotemda mura. 114/87, de 6 de JMIDO (múm. Keg- 801/86), «BOE» mém. 180.

Tipo de procedJimieiniío: Recurso de amparo.

Ponente: Sr. Leguina Villa.

Fallió: Estimatorio.

Ador: Particular.

Acto ímpangmadlo: Resolución del Consejo Supremo de Justicia Militar.

Preceptos de ireífeireiracSa: Artículos 14 de la CE y 5 de la Ley de 13 de
mayo de 1932, sobre servicio militar de voluntarios en Marruecos.

Canestñomes amalizadas: Igualdad ante la ley. El deber de observar buena
conducta.

Comemtario:

La Sala otorga el amparo al advertir vulneración del principio de igualdad
ante la ley en una resolución del Consejo Supremo de Justicia Militar (y una
posterior sentencia del Tribunal Supremo que la declaró conforme a Derecho)
que denegaron al recurrente, en aplicación del artículo 5 de la Ley de 13 de
mayo de 1932, la concesión de pensión de retiro. Este precepto exigía «haber
observado buena conducta» a los militares voluntarios de África para poder
tener derecho a haberes pasivos; requisito no requerido para el resto de mili-
tares voluntarios. La sentencia estima derogada por el artículo 14 de la CE
la exigencia de la buena conducta, aunque por ésta se entendiera estricta-
mente la comisión de un ilícito penal, pues «la ley puede condicionar el na-
cimiento del derecho a una pensión de retiro o de jubilación a la observancia
de determinados requisitos objetivos... pero no a la observancia de ciertas
condiciones que, como la buena conducta, no guardan relación razonable
de causalidad con la finalidad perseguida y que, en cuanto que permiten di-
ferenciar entre unos y otros cuidadanos españoles, introducen desigualdades
de trato».
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Sentencia núm. 115/87, de 7 de julio (núm. Eeg. 889/85), «BOE» núm.

Tipo de procedimiento: Recurso de inconstitucionalidad.

Fomente: Sr. Rodríguez Pinero.

Falio: Estimatorio en parte.

Actor: Defensor del Pueblo.

Acto impugnado: LO 7/85, sobre derechos y libertades de los extranje-
ros en España.

Preceptos de referencia: Artículos 13, 14, 17.1 y 2, 21, 22.4, 24, 25.3
y 53 de la CE y 7, 8.2, 26.2 y 34 de la LO 7/85.

Cmestiomes analizadas: Detención gubernativa preventiva de extranjeros
previa a su expulsión; el juez como garante de la libertad de la persona; ré-
gimen de los derechos, en especial de los derechos de reunión y de asociación
de los extranjeros en España; contenido esencial de los derechos de reunión
y de asociación; suspensión de las resoluciones administrativas adoptadas en
relación con los extranjeros.

Precedentes juiriispradendalles: La sentencia hace referencia en su argu-
mentación a muy diversos precedentes, en relación a cada uno de los cuatro
motivos que dan lugar al recurso, a) Libertad de los extranjeros en España:
Sentencias 41/82, de 2 de julio, y 107/84, de 23 de noviembre, b) Derecho
de reunión: Sentencia 11/81, de 8 de abril, c) Derecho de asociación: Sen-
tencia 67/85. d) Tutela judicial efectiva y extranjeros en España: Senten-
cia 93/85, de 24 de julio.

Voto particoEar: Sres. Rubio, Tomás y Valiente y García Mon.

Comentario:

El recurso propugna la inconstitucionalidad de cuatro preceptos de la
LO 7/85, que la sentencia analiza sucesivamente, lo que determina el orden
de exposición que se sigue a continuación.

A) En primer término, la sentencia enjuicia la posible vulneración de
los artículos 25.3 (imposibilidad de que la Administración imponga sancio-
nes que supongan restricción de libertad), 24.2 (derecho a todos los medios
de defensa procesales) y 17 (derecho a la libertad) que supondría el artícu-
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lo 26.2 LO 7/85, en la medida en que éste contempla la detención preventiva
acordada por la autoridad gubernativa del extranjero mientras se sustancia
el expediente de expulsión, que habrá de ser comunicada a su Consulado
o Embajada y al Ministerio de Asuntos Exteriores y no podrá exceder de
cuarenta días; teniendo la autoridad que acuerde la detención la obligación
de dirigirse al juez de instrucción competente territorialmente, en el plazo
de setenta y dos horas, para interesar el internamiento a disposición judicial
en un centro que no tenga el carácter de penitenciario. Sin embargo, el Tri-
bunal no aprecia inconstitucionalidad al ser posible una interpretación
conforme a la Constitución: la pérdida de libertad es una decisión judicial,
no administrativa, no impone limitación alguna de los derechos de defensa
del extranjero ni se impide su intervención en el correspondiente procedi-
mieto y, finalmente, el carácter judicial de la privación de libertad hace apli-
cable al caso de los extranjeros la doctrina sentada por el TC para el supues-
to distinto de la prisión provisional (excepcionalidad de la medida, previsión
de duración máxima, adopción mediante resolución judicial motivada, etc.).
Por consiguiente, el Tribunal estima que existe un amplio abanico de garan-
tías que evitan la consideración del internamiento de extranjeros como medida
meramente administrativa.

B) La sentencia declara inconstitucional el artículo 7 de la LO 7/85
por no respetar el contenido esencial del derecho de reunión previsto en el
artículo 21 CE, al exigir para la celebración de reuniones públicas en local
cerrado o en lugar de tránsito público, así como manifestaciones de extran-
jeros en España, autorización previa del órgano administrativo competente.

C) Asimismo, también declara inconstitucional el artículo 8.2 de la LO
7/85, el cual, tras reconocer el derecho de asociación de los extranjeros, esta-
blecía como especialidad del mismo la posibilidad de que el Consejo de Mi-
nistros pudiera acordar temporalmente la suspensión de actividades de la
asociación integrada mayoritariamente por extranjeros cuando concurrieran
determinadas circunstancias tasadas. El Tribunal estima que esta especialidad
vulnera directamente el artículo 22.4 CE. Y ello porque el artículo 13.1 CE
habilita para introducir diferencias en el régimen de los derechos y libertades
de los extranjeros en España en relación a los nacionales, pero no otorga «una
posibilidad de legislar al respecto sin tener en cuenta los mandatos constitu-
cionales», entre los que se cuenta, obviamente, el artículo 22.4 CE.

D) Por último, la sentencia declara inconstitucional también el artícu-
lo 34 de la LO 7/85, que impedía en todo caso acordar la suspensión de las
resoluciones administrativas relativas a los extranjeros (por tanto, tanto en los
procedimientos administrativos como en los procesos judiciales e incluso en
el proceso constitucional). Aunque la regla de la inmediata ejecutividad de
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los actos administrativos pueda ser perfectamente válida como regla general
y pueda justificarse para la protección de otros bienes o derechos constitu-
cionalmente protegidos, siempre debe garantizarse al órgano administrativo
o tribunal competentes la facultad de valoración de los intereses en juego y,
por tanto, en los términos legales, la posibilidad de suspender los efectos del
acto durante la tramitación del procedimiento o proceso de que se trate, de
lo que se deduce que el artículo 34 LO 7/85 vulnera el artículo 53 CE, «así
como los preceptos constitucionales que reconocen los derechos y libertades
susceptibles de amparo», en especial, los artículos 14 y 24 CE.

Semttemcia nnúm. 116/87, de 7 de pl io (mam. Reg. 1ID7/86), «KCDE» mam. 18®.

T5po de procedímiemito: Cuestión de inconstitucionalidad.

Pomeníe: Sr. Leguina Villa.

Fallo: Estimatorio.

Promotor: Sala de Audiencia Territorial.

Acto impugmado: Artículos 1, 2, 4 y 5 de la Ley 37/1984, de 22 de oc-
tubre, definitoria de los derechos del personal de las Fuerzas Armadas de la
República.

Preceptos d!e irelreiremcña: Artículos 1.1, 9.2 y 14 de la CE.

Cuiestjioiites amalizadas: Igualdad ante la ley y legislación de amnistía.

Firecedemíes juuriispmiidemdiaDes: Sentencias núms. 28/82, de 26 de mayo,
y 63/83, de 20 de julio.

Voto pauríkellan Sres. Rubio Llórente y Diez Picazo.

Comemíario:

El objeto del proceso se centra en determinar si los artículos cuestiona-
dos de la Ley 37/1984 por el Tribunal a quo vulneran o no el artículo 14 de
la CE, al mantener distinción de trato entre los funcionarios civiles y los fun-
cionarios del ejército republicano que obtuvieron con carácter efectivo su
empleo con posterioridad al 18 de julio de 1936. La sentencia, tras analizar
extensamente el contexto normativo y los antecedentes inmediatos de la ley,
e identificar el término de comparación en relación con el cual se pretende
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fundamentar el carácter discriminatorio en el tratamiento diferenciado otor-
gado por la legislación de amnistía a los funcionarios civiles en relación a los
militares que consolidaron su empleo con posterioridad a la fecha de co-
mienzo de la guerra civil, estima parcialmente la cuestión. Pues, sin perjuicio
de que entre la función pública civil y la militar existan diferencias que
podrían reclamar módulos distintos en algunos de los efectos reintegradores
que son propios de la legislación de amnistía, ambas situaciones se presentan
como afines y, desde la razón a que obedece la amnistía, como iguales, lo que
veda toda discriminación.

Sentencia múm. 117/87, de 8 de plio (núm. Meg. 53/86), «BOE» mam. 18©.

Tipo d!e procediimieaiito: Recurso de amparo.

IPomeróe: Sra. Begué Cantón.

Fa lo : Estimatorio.

Actoir: Particular.

Acto iinqjjiginiado: Auto de Audiencia Provincial.

le leffememoa: Artículos 9.3 y 17.1 y 4 de la CE; redacciones
del artículo 504 de la LECr. dadas por las Leyes Orgánicas 7/83 y 9/84.

CeeslJontes aumallñzadas: Derecho a la libertad personal y prisión provisio-
nal; las normas reguladoras de la prisión provisional inciden en un derecho
individual. Irretroactividad de las disposiciones restrictivas de derechos in-
dividuales.

Precedentes praspinuideiracialles: Véase Sentencia 32/87, de 12 de marzo,
y jurisprudencia que allí se cita.

Comemíario:

Reitera la argumentación que utilizó para resolver un caso similar en la
Sentencia 32/87, de 12 de marzo.
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Sentencia mam. 118/87, de 8 de piño (mam. Eeg. 91®/8<8), «KOE» mam. 18®.

Tipo de procedimiento: Recurso de amparo.

Ponente: Sr. Rodríguez Pinero.

Palio: Estimatorio.

Actor: Particular.

Acto impugnado: Providencia de Magistratura de Trabajo.

Preceptos de referencia: Artículos 24.1 de la CE y 71, 72 y 98 de la Ley
de Procedimiento Laboral.

Ceestíomes amaizadas: Tutela judicial efectiva e interpretación más favo-
rable a su ejercicio de las normas procesales; inadmisión del proceso por
falta de subsanación de defecto en la demanda.

Precedentes prisprademidalles: Sentencias núms. 29/85, de 28 de febrero;
36/86, de 12 de marzo; 87/86, de 27 de junio; 123/86, de 22 de octubre;
146/86, de 17 de diciembre (y jurisprudencia que allí se relaciona), y 69/87,
de 22 de mayo.

Comentario:

Reitera jurisprudencia precedente.

Sentencia mura. 119/87, de 9 de julio (múm. Reg. 9(67/85), «BOE» mam.

Tipo «He procedimiento: Recurso de amparo.

Ponente: Sra. Begué Cantón.

Fallo: Desestimatorio.

Actor: Particular.

Acto impegmado: Sentencia de Magistratura de Trabajo.

Preceptos de referemcia: Artículos 14 y 24.1 de la CE y 7.c), 33.1 y 36 del
Reglamento de Prestaciones de Desempleo, de 24 de abril de 1981.
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Cmestiomes amaizadas: La tutela judicial efectiva e interpretación de la
legalidad. Igualdad ante la ley y cambio normativo.

dales: Igualdad ante la ley y cambio normativo:
Sentencia núm. 70/83, de 26 de julio.

Reitera jurisprudencia precedente.

Seanlíeimcña mam. 12ÜÜ/87, de 10 de julio (mam. Keg. 720/86), «BQ>E» núm.

>: Recurso de amparo.

: Sr. De la Vega Benayas.

Falo: Desestimatorio.

Actor: Particular.

Acto ímpaiígiraadlo: Sentencia de la Sala VI del Tribunal Supremo.

Precepto de ireffeireiidia: Artículo 14 de la CE.

Cuestión amalÉada: Principio de igualdad en la aplicación judicial de
la ley.

Precedentes jmsjtOTdeinicnaJes: Sentencias núms. 8/81, de 30 de marzo;
49/82, de 14 de julio; 63 y 64/84, de 21 de mayo; 78/84, de 9 de julio;
49/85, de 28 de marzo; 183/85, de 20 de diciembre; 58/86, de 14 de ma-
yo; 125/86, de 22 de octubre; 30/87, de 11 de marzo; 48/87, de 22 de abril,
y 66/87, de 21 de mayo.

Reitera jurisprudencia precedente.

Senttemcña mam. 121/87, de 13 de julio (múm. Eeg. 171/86), «1OE» múm.

Tipo de procedimiento: Recurso de amparo.

Pomemte: Sr. López Guerra.
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Fallió: Desestimatorio.

Actor: Corporación jurídico-pública (Mutualidad Benéfica de Auxiliares-
de la Administración de Justicia).

Acto ¡mpegmado: Auto de la Audiencia Nacional.

Precepto de ireffeireimoa: Artículo 24.1 de la CE.

Coestáóm amainada: Indefensión.

Carece de interés doctrinal.

Semtemck mam. 122/87, de 14 de piño (mrámts. Reg. 242 y 247/86), «BOE»-
nwm. 18®.

Tipo de pa-ocedimiernto: Recurso de amparo.

Poítcmte: Sr. Latorre Segura.

Fa lo : Estimatorio.

Ación Particular.

Acto impragmado: Sentencia de Audiencia Nacional.

tos de ireíeiremcia: Artículos 17.1, 25.1 y 81 de la CE y 6 y 7 de lar
Ley de Régimen Jurídico de Control de Cambio, de 10 de diciembre de 1979.

Cmestüoimes amafaadas: Reserva de ley orgánica para las regulaciones pe-
nales de penas privativas de libertad; reserva que no alcanza a la pena de-
multas. Principio de legalidad en el ámbito del derecho sancionador.

Pracedemíes prispmiiideiiiidales: Sentencias núms. 140/86, de 11 de noviem-
bre; 160/86, de 16 de diciembre, y 17/87, de 13 de febrero.

Comemíairio:

Reitera jurisprudencia precedente.
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Semtemcia mam. 123/87, de 15 de julio (múm. Eeg. 508/&6), «BOE» múm. 180.

Tipo de pirocedimieinito: Recurso de amparo.

Fomente: Sr. Diez Picazo.

Falo: Desestimatorio.

Actor: Particular.

Acto impwgmado: Real Decreto.

Preceptos de trefeireimcia: Artículos 14, 22, 28.1 y 36 de la CE y 2.1, 64.3,
74 y 113.gj del Decreto 2090/82, de 24 de julio, de aprobación del Estatuto
•General de la Abogacía.

Cmestiomes amalüzadas: Recurso de amparo contra reglamentos. Principio
de igualdad ante la ley. Naturaleza de los colegios profesionales.

Pireoedleiniíes prispradenidiales: a) Recurso de amparo contra reglamentos:
Sentencias núms. 40/82, de 30 de junio; 131/85, de 22 de octubre, y 162/
85, de 29 de noviembre, b) Principio de igualdad ante la ley: Sentencia nú-
mero 23/84, de 20 de febrero, c) Naturaleza de los colegios profesionales:
Sentencias núms. 76/83, de 5 de agosto, y 23/84, de 20 de febrero.

Comemtairio:

Recurso deducido contra el decreto que aprueba el Estatuto General de
la Abogacía. La Sala recuerda, en primer lugar, su doctrina sobre la posibi-
lidad, y sus límites, de interponer recursos de amparo contra disposiciones
reglamentarias: el amparo no es un recurso de revisión general de las deci-
ciones de los Tribunales de Justicia, ni caben pretensiones impugnatorias di-
rectas contra reglamentos, pero el Tribunal Constitucional puede enjuiciarles,
en un recurso de amparo, en aquellos casos en que la presunta violación de
los derechos protegidos por el amparo se origine directamente en la disposi-
ción y, más precisamente, que la creación o puesta en vigor de la norma
constituya por sí sola traba u obstáculo al ejercicio de tales derechos. Al
cuerpo de esta doctrina puntualiza la presente sentencia que los recurrentes
han de ser los titulares del derecho y, además, que la traba de su ejercicio
ha de derivar «de forma necesaria e inmediata de la puesta en vigor de la
norma, porque, en otro caso, la libertad pública o el derecho fundamental
sólo pueden entenderse vulnerados en el momento en que se produzca su
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concreta lesión y sólo ése es el momento idóneo para demandar la tutela ju-
dicial del derecho». Con este planteamiento aplicable al caso, la Sala depura,
previamente el objeto de la pretensión y pasa a examinar las supuestas vul-
neraciones de derechos fundamentales (fundamentalmente el principio de
igualdad ante la ley y el derecho de asociación) que, a juicio de los recu-
rrentes, procura el Estatuto de la Abogacía:

a) Se alega que el artículo 2.1 del Estatuto («existirá un Colegio de
Abogados en cada provincia ... y que tendrá competencia en su ámbito te-
rritorial y sede en su capital», añadiendo que «no se podrá ejercer la profe-
sión sin previa incorporación al mismo») viola el principio de igualdad ante
la ley de los abogados que no residen en la capital donde se asienta la corres-
pondiente Audiencia Territorial y respecto de aquellos abogados que no re-
siden o no están colegiados en la capital del Estado, donde se sitúan la
Audiencia Nacional y el Tribunal Supremo. La Sala desestima tal argumento,
pues «la norma está articulada en términos de abstracción y de generalidad,
de los que no puede extraerse ningún tipo de discriminación». La circuns-
cripción provincial como ámbito de competencia de un colegio profesional
es un criterio razonable que no produce ningún tipo de discriminación. Por
otra parte, los abogados pueden pertenecer a cuantos colegios como deseen.

Atacan los recurrentes por idéntico motivo el artículo 74 del Estatuto,,
que exige un mínimo de dos años de antigüedad para acceder a cualquier
cargo de la Junta de Gobierno, a excepción del decano. Tampoco aprecia la
Sala lesión del artículo 14 de la Constitución, pues la norma impugnada no
introduce una desigualdad injustificada o irrazonable. A lo que añade, de
nuevo, la consideración de que la impugnación de la norma que se hace es
de carácter abstracto y sin referencia a concretas lesiones de derechos con-
cretos.

b) Se impugna el artículo 64.3 del Estatuto («las agrupaciones de abo-
gados jóvenes, donde estén constituidas o se constituyan, actuarán subordi-
nadas a las Juntas de Gobierno, a las que corresponde autorizar sus Estatutos
o las modificaciones de los mismos») por vulnerar el principio de libertad
asociativa reconocido en el artículo 22 de la Constitución. La Sala no admite
tal argumento. Los colegios profesionales son corporaciones de Derecho pú-
blico y de base privada, «esto es, corporaciones públicas por su composición
y organización, que, sin embargo, realizan una actividad que en gran parte
es privada, aunque tengan atribuidas por la ley o delegadas algunas funcio-
nes públicas», por lo que, «desde este punto de vista, resulta claro que todo
el Estatuto de los Colegios de Abogados, y en particular el artículo 64.3,
constituye una norma de organización de tales corporaciones, ajena a la liber-
tad de asociación de que trata el artículo 22 de la Constitución».
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Por último, la sentencia afirma, en contra de lo alegado por los recurren-
tes, que el artículo H3.g) del Estatuto («son faltas muy graves... la realiza-
ción de actividades, constitución de asociaciones o pertenencia a éstas cuan-
do tengan como fines o realicen funciones que sean propias de los colegios o
los interfieran de algún modo») tampoco lesiona el artículo 22 de la Consti-
tución, pues sólo trata de sancionar la perturbación o el entorpecimiento del
funcionamiento del colegio.

•Semíemcia múm. 124/87, de 15 de julio (mam. Reg. 585/86), «EOE» mura. 18®.

Tipo «De pirocediiimñemto: Recurso de amparo.

Pomemie: Sr. De la Vega Benayas.

Fallo: Estimatorio.

Ación Instituto Nacional de la Seguridad Social.

Acto Émpaugmadlo: Auto del Tribunal Central de Trabajo.

Preceptos d!e ireíeireraicia: Artículos 24.1 de la CE y 180 de la Ley de Pro-
cedimiento Laboral.

Qiestiomes amaiiradas: Derecho a la tutela judicial efectiva e inadmisión
del recurso laboral de suplicación; interpretación de las normas procesales
más favorable a su ejercicio; la imposición de formalismos enervantes como
obstáculo a dicho derecho.

Precederles joiirapirademciialles: Sentencias núms. 3/83, de 25 de enero;
•60/85, de 6 de mayo, y 36/86, de 12 de marzo.

Conmemíairio:

Reitera jurisprudencia precedente.

Semtemcia mam. 125/87, de 15 de julio (mam. Meg 586/86), «BOE» mam.

Tipo de procediranlemlo: Recurso de amparo.

Pomemte: Sr. Truyol Serra.
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Fallo: Desestimatorio.

Actor: Particular.

Acto nmtpegmado: Providencia de la Audiencia Nacional.

Preceptos de irefeiremdia: Artículos 24.1 y 117.3 de la Constitución.

Cmestiomes analizadas: Derecho a la tutela judicial efectiva y ejecución de
las decisiones judiciales.

Precedentes prisprademidalles: Sentencias núms. 32/82, de 7 de junio;
61/84, de 16 de mayo; 67/84, de 7 de junio; 109/84, de 26 de noviem-
bre; 65/85, de 23 de mayo; 106/85, de 7 de octubre; 155/85, de 12 de no-
viembre; 176/85, de 17 de diciembre; 15/86, de 31 de enero; 33 y 34/86,
de 21 de febrero; 118/86, de 20 de octubre, y 33/87, de 12 de marzo.

Comentario:

Reitera la doctrina del Tribunal sobre el derecho a la ejecución de las
sentencias judiciales en sus propios términos: derecho que forma parte del
artículo 24.1 de la Constitución, y que se satisface cuando los jueces y tri-
bunales, a quienes corresponde hacer ejecutar lo juzgado (art. 117.3 CE),
adoptan las medidas oportunas para el estricto cumplimiento del fallo, sin
alterar el contenido y sentido del mismo. «Ello no obstante, si un juez o tri-
bunal se aparta, sin causa justificada, de lo previsto en el fallo que debe eje-
cutarse o se abstiene de adoptar las medidas necesarias para su ejecución,
cuando le sea legalmente exigible, estaría vulnerando el artículo 24.1 de la
Constitución, supuesto en el que corresponde al Tribunal Constitucional, en
el ámbito del recurso de amparo, el reconocimiento y restablecimiento del
derecho constitucional infringido.»

Sentencia mam. 126/87, de 16 de julio (mam. Keg. 377/85), «1OE» mam.

Tipo de procedimiemto: Cuestión de inconstitucionalidad.

Ponente: Sra. Begué Cantón.

Fallo: Desestimatorio.

Promotor: Sala de Audiencia Territorial.
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Acto nmpimginiado: Disposición adicional 6.3 de la Ley 5/1983, de 29 de
junio, sobre Medidas Urgentes en Materia Presupuestaria, Financiera y Tri-
butaria.

Preceptos de ireferemcia: Artículos 9.5, 31 y 134.7 de la CE.

Cciesíiomes analizadas: Prohibición a la Ley de Presupuestos de crear tri-
butos. Retroactividad de las normas fiscales; su relación con los principios
de capacidad económica, seguridad jurídica e interdicción de la arbitrariedad.

Precedentes jumrispiradeinidales: a) Principio de seguridad jurídica y Es-
tado social: Sentencias núms. 27/81, de 20 de julio, y 6/83, de 4 de febrero.
b) Ley de Presupuestos: Sentencia núm. 65/87, de 21 de mayo, y jurispru-
dencia allí citada.

La norma cuya constitucionalidad se cuestiona por siete Audiencias Te-
rritoriales creaba un gravamen complementario a la tasa fiscal de juego sobre
máquinas de azar. El núcleo fundamental de las alegaciones de los promoto-
res se reducía a la presunta vulneración que tal precepto ocasionaría a la
prohibición constitucional de crear tributos por la Ley de Presupuestos (ar-
tículo 134.7) y, destacadamente, al principio de irretroactividad reconocido
en el artículo 9.3 CE.

En relación al primero de los asuntos planteados, el Tribunal niega que
la Ley 5/83 sea una Ley de Presupuestos, a pesar de que se trate de una
norma compleja que contenga normas relativas a las operaciones financie-
ras del sector público, normas de contratación y tributarias y de que tal ley
hubiera constituido el resultado de la conversión legislativa de un decreto-ley
anterior de prórroga de los Presupuestos Generales del Estado. Pues «la Ley
a que se refiere el artículo 134 CE es aquella que, como núcleo fundamen-
tal, contiene la aprobación de los Presupuestos Generales del Estado, es decir,
las previsiones de ingresos y las autorizaciones de gastos para un ejercicio
económico determinado».

El razonamiento del Tribunal respecto a la retroactividad de las normas
fiscales es más extenso. Tras concluir que la norma cuestionada posee eficacia
retroactiva, pasa a analizar si tal eficacia entraña una vulneración constitu-
cional, bien directamente del artículo 9.3 CE, bien de otros principios como
pueden ser los de seguridad jurídica, capacidad económica e interdicción de
la arbitrariedad.

Según la sentencia, no existe una prohibición constitucional de la legis-
lación tributaria retroactiva, pues la prohibición del artículo 9.3 CE se esta-
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blece tan sólo para las «disposiciones sancionadoras no favorables» y para las
«restrictivas de derechos individuales». Ahora bien, la legitimidad constitu-
cional de aquella legislación «puede ser cuestionada cuando su eficacia re-
troactiva entre en colisión con otros principios consagrados en la Consti-
tución».

Con base en la doctrina y jurisprudencia constitucional italiana, el Tribu-
nal acepta que una norma tributaria retroactiva resultaría constitucional-
mente ilegítima si vulnera el principio de capacidad contributiva contempla-
do en el artículo 31.1 CE. Dicha lesión podría producirse «si la ley estable-
ce como presupuesto un hecho o una situación pasada que no persisten en el
momento de su entrada en vigor», lo que no ocurre con el precepto objeto de
la cuestión de inconstitucionalidad, pues el gravamen que crea «recae sobre
unas máquinas que en el momento del devengo están en funcionamiento».

Respecto al principio de seguridad jurídica, estima, según doctrina ante-
rior, que no puede erigirse en valor absoluto, ya que «el ordenamiento debe
responder a la realidad social de cada momento como instrumento de perfec-
cionamiento y de progreso». Por ello, el principio de seguridad jurídica (ar-
tículo 9.3 CE) «no debe entenderse como un derecho de los ciudadanos al
mantenimiento de un determinado régimen fiscal». Si, desde un punto de
vista contrario, las normas tributarias retroactivas pueden considerarse, según
una línea argumental iniciada por el Tribunal Constitucional Federal Alemán,
constitucionalmente ilegítimas cuando atentan al principio de seguridad jurí-
dica y a la confianza de los ciudadanos, el Tribunal concluye que es el grado
de retroactividad de la norma cuestionada el elemento clave en el enjuicia-
miento de su presunta inconstitucionalidad. De este modo, en el supuesto de
retroactividad auténtica (normas que anudan efectos a situaciones de hecho
producidas o desarrolladas con anterioridad a la propia norma) «la prohi-
bición de la retroactividad operaría plenamente y sólo exigencias cualifica-
das del bien común podrían imponerse excepcionalmente a tal principio»;
mientras que en el de retroactividad impropia (normas que inciden sobre si-
tuaciones o relaciones jurídicas actuales aún no concluidas), «la licitud o
ilicitud de la disposición resultaría de una ponderación de bienes llevada a
cabo caso por caso teniendo en cuenta, de una parte, la seguridad jurídica
y, de otra, los diversos imperativos que pueden conducir a una modificación
del ordenamiento jurídico-tributario, así como las circunstancias concretas
que concurren en el caso». Aplicados estos criterios al enjuiciamiento de la
disposición 6 de la Ley 5/83, el Tribunal concluye que no resulta fundada su
pretendida inconstitucionalidad, así como que tampoco infringe el principio
de interdicción de la arbitrariedad.
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Sentencia mam. 127/87, de 16 de jmDio (múm. Reg. 995/85), «BOE» núm.

Tipo de pirocediimieinito: Cuestión de inconstitucionalidad.

Ponerte: Sr. Truyol Serra.

FfflBDo: Desestimatorio.

Promotoir: Magistratura de Trabajo.

Acto SmjKuigniiado: Disposición adicional 5, núms. 2 y 3, de la Ley de Pre-
supuestos de 28 de diciembre de 1983.

Preceptos de meíteirencia: Artículos 9.3, 14, 33.3, 39.1, 41, 50 y 106 de
la CE.

Ciuiesliomes analizadas: Seguridad jurídica. Prohibición de retroactividad
de disposiciones restrictivas de derechos individuales. Interdicción de la ar-
bitrariedad.

cnaD: Sentencia núm. 65/87, de 21 de mayo.

Comeaiíairáo:

Reitera la jurisprudencia vertida en la sentencia antecitada.

Semíemicia mrám. 128/87, de 16 de joilio (múm. Reg. 1123/85), «BOE» núm. 191.

Tipo és pjocedümjeinito: Recurso de amparo.

Pomecnte: Sr. López Guerra.

Fa lo : Desestimatorio.

Actor: Particular.

Acto ñmpaiigiiBatilo: Sentencia de Magistratura de Trabajo.

Preceptos de irelteiremda: Artículos 9.2 y 14 de la CE y 4.1 de la Conven-
ción de 18 de diciembre de 1979, sobre la eliminación de todas las formas
de discriminación contra la mujer.
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Cuestiones analizadas: Prohibición de discriminación por razón de sexo.

Precedentes prispinuidencialles: Sentencias núms. 34/81, de 10 de noviem-
bre; 81/82, de 21 de diciembre; 3/83, de 25 de enero; 7/83, de 14 de febre-
ro; 75/83, y 34/84, de 9 de marzo.

Comemtario:

El actor, de estado civil casado, invoca vulneración del derecho de igual-
dad reconocido en el artículo 14 CE, pues mientras que todas las trabajadoras
del Instituto Nacional de la Salud (ente en el que presta sus servicios), inde-
pendientemente de su estado civil, con hijos menores de seis años, perciben
de dicha entidad una cantidad mensual en concepto de guardería, sólo los
hombres viudos con hijos de esa edad reciben tal prestación. La Sala estima
que esta medida, adoptada por Acuerdo de la Comisión Permanente del Con-
sejo de Administración del extinguido Instituto Nacional de Previsión, no
causa discriminación prohibida por el artículo 14 CE, sino que, por el con-
trario, se dirige precisamente a paliar la discriminación de hecho sufrida por
las mujeres con hijos pequeños en relación a su incorporación y permanen-
cia en el trabajo («este Tribunal no puede ignorar que, pese a las afirmacio-
nes constitucionales, existe una realidad social, resultado de una larga tra-
dición cultural, caracterizada por la atribución en la práctica a la mujer del
núcleo mayor de las cargas derivadas del cuidado de la familia, y particular-
mente el cuidado de los hijos»), «y responde al mandato constitucional con-
tenido en el artículo 9.2 del texto fundamental»; y, por consiguiente, «no hay
vulneración del principio de igualdad al darse tratamientos diferentes a suje-
tos en situaciones que resultan distintas, de acuerdo a criterios razonables a
juicio de este Tribunal».

Sentencia núnn. 129/87, de 16 de julio (múm. Keg. 88/86), «BOE» mam.

Tipo de procedimiento: Cuestión de inconstitucionalidad.

Ponente: Sr. López Guerra.

Fallo: Desestimatorio.

Promotor: Sala de Audiencia Territorial.

Acto impugnado: Disposición transitoria 9, apartado 1, en relación con
el artículo 33 de la Ley 30/84, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma
de la Función Pública.

249



LUIS AGUIAR DE LUQUE

Preceptos de referemcia: Artículos 9.3, 33.3 y 106.2 de la CE.

Cuestiones analizadas: Fijación de edad máxima de jubilación de funcio-
narios y expropiación sin indemnización; principio de seguridad jurídica, de
interdicción de la arbitrariedad y de prohibición de la retroactividad.

Pmecedleimte prispraiemcnal: Sentencia 99/87, de 11 de junio.

Coratsmlairio:

Reitera en sus propios términos la doctrina sentada en la Sentencia 99/87,
de 1 de junio, declarando la plena constitucionalidad de los preceptos impug-
nados, que establecen en sesenta y cinco años la edad de jubilación de los
funcionarios (art. 33) y un calendario para la aplicación progresiva de la
jubilación prevista (disposición transitoria 9).

gsmtemcia méim. 130/87, de 17 de julio (núm. Reg. 828/86), «BOE» núm. 191.

Tipo ús procedimiento: Recurso de amparo.

Poniente: Sr. De la Vega Benayas.

Fallo: Desestimatorio.

Actor: Particular.

Acto ¡mpugmado: Auto del Tribunal Supremo.

Preceptos de iretteircimcña: Artículos 24.1 de la CE y 861 y 874 de la LECr.

Cuestiones analizadas: Tutela judicial efectiva y derecho al recurso;
impericia o negligencia del interesado e indefensión.

s: Sentencias núms. 109/85, de 8 de octu-
bre; 54/87, de 13 de mayo; 93/87, de 3 de junio; 102/87, de 17 de junio,
y 109/85, de 8 de octubre.

Comsimüairio:

Reitera jurisprudencia precedente.
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Sentencia múm. 132/87, de 21 de julio (núm. Meg. 706/84), «BOE» mam. 191.

Tipo de procedimiento: Recurso de amparo.

Ponente: Sr. López Guerra.

Fallo: Estimatorio.

Actor: Particular.

Acto impugnado: Providencia y Autos de Audiencia Provincial.

Preceptos de relteiremtía: Artículos 24 y 25 de la CE y 452 bis d) del
Código Penal.

Cuestiones analizadas: Derecho a la tutela judicial efectiva. Presunción
de inocencia; principio de legalidad penal.

Comentario:

Reitera jurisprudencia precedente.

Sentencia núm. 132/87, de 21 de julio (núm. Reg. 706/84), «BOE» mam. 191.

Tipo de procedimiento: Recurso de amparo.

Ponente: Sra. Begué Cantón.

Fallo: Estimatorio.

Actor: Empresa municipal.

Acto impugnado: Auto de Magistratura de Trabajo.

Preceptos de reffeiremcia: Artículos 24.1 de la CE y 169 y 184 de la Ley
de Procedimiento Laboral.

Cuestiones analizadas: Derecho a la tutela judicial efectiva e inadmisión
del recurso de suplicación; significado de las exigencias formales; interpre-
tación de las normas más favorable a la efectividad del derecho a la tutela
judicial.
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Comsmtairiio:

Reitera jurisprudencia precedente.

Ssmíeimcia múm. 133/87, de 21 de julio (núm. Keg. 373/85), «BOE» mam. 191.

Tipo de procedünmieinito: Recurso de amparo.

Pomemte: Sr. Truyol Serra.

Fallo: Desestimatorio.

Ación Particular.

Acto impingimado: Sentencia del Consejo Supremo de Justicia Militar.

e referencia: Artículos 14, 24 y 25.1 de la CE, 35 de la LOTC
y 391.2 del Código de Justicia Militar.

Cmeslnoiites analizadas: Planteamiento de la cuestión de inconstitucionali-
dad y tutela judicial efectiva. El principio de legalidad penal.

Precedentes juurisprademciales: a) Planteamiento de la cuestión de incons-
titucionalidad y tutela judicial efectiva: Sentencia núm. 17/81, de 1 de junio,
y Auto núm. 10/83, de 12 de enero, b) Principio de legalidad penal: Sen-
tencias núms. 62/82, de 15 de octubre; 89/83, de 2 de noviembre; 75/84, de
27 de junio; 53/85, de 11 de abril, y 159/86, de 12 de diciembre.

Conmuta™:

Reitera jurisprudencia precedente. En efecto, en contra de lo alegado por
el recurrente, el Pleno considera que ni el planteamiento de la cuestión de
inconstitucionalidad es obligatorio para el órgano judicial, por lo que la de-
cisión de aquél no afecta al derecho de defensa, ni, en segundo lugar, la apli-
cación del artículo 391.2 del Código de Justicia Militar al actor ha vulnerado
el principio de legalidad penal, principio que «en el ámbito del derecho san-
cionador estatal implica, por lo menos, estas tres exigencias: la existencia
de una ley (lex scripta); que la ley sea anterior al hecho sancionado (lex
previa); y que la ley describa un supuesto de hecho estrictamente determi-
nado (lex certa); lo que significa un rechazo de la analogía como fuente
creadora de delitos y penas e impide, como límite a la actividad judicial,
que el juez se convierta en legislador».
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Semtemcña mam. 134/87, de 21 de p í o (mam. Reg. 494/85), «BOE» múm.

Tipo de pirocedñmniieiniito: Cuestión de inconstitucionalidad.

Pomemíe: Sr. Latorre Segura.

Fallo: Desestimatorio.

Promotor: Tribunal Central de Trabajo.

Acto ñnmpugmadlo: Artículo 51 y disposición adicional 5, núms. 2 y 3, de
la Ley 44/83, de 28 de diciembre, de Presupuestos del Estado.

Preceptos de ireíeiremda: Artículos 9.3, 14, 33, 40, 31, 50, 62.2, 131, 134
y 149.1.17 de la Constitución.

Cnieslionies amaizadas: Naturaleza de las prestaciones de la Seguridad
Social; su relación con las cotizaciones y su repercusión en los derechos de
los particulares. Deber de los poderes públicos de promover las condiciones
favorables para el progreso social; concepto de «pensión adecuada» y de
«actualización periódica» de ésta. Naturaleza de la Ley de Presupuestos.

Precedemtes jmjrisprademcñaltes: a) Relación entre cotización y pensión en
la Seguridad Social: Sentencias núms. 103/83, de 23 de noviembre, y 121/
83, de 15 de diciembre, b) Naturaleza de la Ley de Presupuestos: Senten-
cias núms. 63/86, de 20 de mayo; 65/87, de 21 de mayo, y 126/87, de
16 de julio.

Comemíario:

La sentencia reitera jurisprudencia anterior al ir resolviendo cada uno
de los aspectos parciales que presenta la cuestión. Quizá pueda destacarse
que el Tribunal no acepta la alegación de los promotores de acuerdo con la
cual el artículo 51 de la Ley 44/83 sería contrario al deber de los poderes
públicos de promover las condiciones favorables para el progreso social (ar-
tículo 40.1 CE) en la medida en que establece un límite máximo de cierta
cantidad de dinero para las pensiones únicas o concurrentes de la Seguridad
Social. En efecto, ni del artículo 41 ni del artículo 50 CE se desprende que
«la Constitución obligue a que se mantengan todas y cada una de las pensio-
nes iniciales en su cuantía prevista ni que todas y cada una de las ya causa-
das experimenten un incremento anual»; debiendo interpretarse el concepto
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de «pensión adecuada» del artículo 50 CE en atención al sistema de pensio-
nes en su conjunto, no aisladamente, «sin que pueda prescindirse de las cir-
cunstancias sociales y económicas de cada momento y sin que quepa olvidar
que se trata de administrar medios económicos limitados para un gran número
de necesidades sociales». Y «lo mismo cabe decir de la garantía de actuali-
zación periódica (art. 50 CE), que no supone obligatoriamente el incremento
anual de todas las pensiones».

.Semtenraa mém. 135/87, de 22 de julio (núm. Keg. 508/85), «BOE» mam. 191.

Tipo de procedimiento: Recurso de amparo.

PoEemte: Sr. Latorre Segura.

Fallo: Estimatorio.

Actor: Sociedad anónima.

Acío imtpragmado: Auto del Tribunal Central de Trabajo.

Preceptos de ffeferemcna: Artículos 24.1 de la CE y 180 de la Ley de Pro-
cedimiento Laboral.

Cpestiontes amaizadas: Derecho a la tutela judicial efectiva y consigna-
ción en proceso laboral.

Comentario:

La Sala otorga el amparo por lesión del derecho a una tutela judicial efec-
tiva, pero no porque el aval prestado por el actor en el proceso a quo sea un
medio sustitutorio de la consignación en metálico que se le exigía en virtud
del artículo 180 LPL, a diferencia de lo que ocurre con la consignación pre-
vista en los artículos 154 y 170 LPL para entablar recursos de suplicación
y casación, sino porque la Magistratura de Trabajo, aunque fuera por error,
había aceptado el aval y dado por cumplido el requisito, por lo cual «el Tri-
bunal Central de Trabajo debió reintegrar a la empresa en el plazo para que
pudiese cumplirlo o, debe añadirse, asegurar suficientemente el pago de la
pensión mientras se sustanciaba el recurso de suplicación».
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Sentencia mam. 136/87, de 22 de pino (nám. Meg. 267/86), «BO>E» muta. 191-

Tipo de procedlnmiiemto: Recurso de amparo.

Ponemte: Sr. Leguina Villa.

Fallo: Desestimatorio.

Actor: Sociedad anónima.

Acto impugnado: Sentencia del Tribunal Central de Trabajo.

Preceptos de irefferamda: Artículos 14, 24.1 y 37.1 de la CE, Convenios-
111 y 117 de la OIT, artículos 83.1 del Estatuto de los Trabajadores y 1255
del Código Civil.

Cmestiomes amaizadas: Derecho a la tutela judicial efectiva e incongruen-
cia de las resoluciones judiciales. Principio de igualdad; la igualdad como
límite a la negociación colectiva.

Pirecedemtes pirispiraidemcialles: a) Tutela judicial efectiva y congruencia:
Sentencias núms. 20/82, de 5 de mayo; 34/85, de 7 de marzo; 177/85, de
18 de diciembre, y 28/87, de 5 de marzo, b) Principio de igualdad: Senten-
cias núms. 34/84, de 9 de marzo; 73/84, de 27 de junio, y, especialmente,,
pues es resolutoria de un caso similar, 52/87, de 7 de mayo.

Comemtaoo:

Reitera jurisprudencia precedente.

Semtemcia múm. 137/87, de 22 de plio (mam. Keg. 306/86), «BQE» núm. 191-

Tipo de procedimiento: Recurso de amparo.

Pócente: Sr. García Mon.

Falo: Desestimatorio.

Actor: Particular.

Acto impugmado: Sentencia de Magistratura de Trabajo.
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Preceptos de referenida: Artículos 14 de la CE, 136.2 de la Ley General
•de la Seguridad Social y 6 del Decreto que desarrolla a ésta, 1646/1972, de
23 de junio.

Cmesíióm amaíizada: Principio de igualdad.

Comem torio:

Carece de interés doctrinal.

Semíemcóa mam. 138/87, de 11 de p í o (múm. Keg. 484/86), «IBOE» mam. 191.

TSpo de procedimiento: Recurso de amparo.

Pontemte: Sr. García Mon.

Fallo: Desestimatorio.

Actor: Particular.

Acto impingmado: Sentencia de Juzgado de Instrucción.

Preceptos dle Feíeranncia: Artículos 25.1 de la CE, 44.1.c; de la LOTC y
42A.c) de la Ley de Caza.

CmesínoEes analizadas: Necesidad de invocar en el proceso judicial el de-
recho que se estima infringido como requisito del recurso de amparo; natu-
raleza subsidiaria de tal proceso de amparo.

Comtemtorio:

Reitera jurisprudencia precedente.

Semtiemcia mam. 139/87, de 22 de pico (múm. Reg. 845/86), «BOE» múm. 191.

Tipo de procedlmiemto: Recurso de amparo.

Pomemíe: Sr. De la Vega Benayas.

Fallo: Estimatorio.
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Ación Particular.

Acto impugmado: Auto del Tribunal Supremo.

Preceptos de irefeireinicia: Artículos 24.1 de la CE y 884.4 LECr.

Cuestiones amaizadas: Derecho a la tutela judicial efectiva e inadmisión
del recurso de casación; significado de las exigencias formales; interpreta-
ción de las normas procesales más favorable a la efectividad del derecho.

Comentario:

Reitera jurisprudencia precedente.

Sen tada mura. 140/87, de 23 de julio (mam. Reg. 73®/84), «IBOE» mém. 191.

Tipo de procedimiento: Recurso de amparo.

Pomemte: Sra. Begué Cantón.

Fa lo : Estimatorio.

Acíoír: Particular.

Acto impugnadlo: Auto del Tribunal Central de Trabajo.

Preceptos de referencia: Artículos 24.1 de la CE y 10.4 y 158 LPL.

Cuestiones amaizadas: Derecho a la tutela judicial efectiva e inadmisión
del recurso laboral de suplicación especial; interpretación de las normas
procesales más favorable a la efectividad del derecho y subsanación de defec-
tos procesales advertidos.

Pirecedemtes jurisprudenciales: Especialmente, Sentencias núms. 57/84
y 69/84.

Comen tairio:

Reitera jurisprudencia precedente.
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Semtemcna mam. 141/87, de 23 de julio (mam. Keg. 98/85), «IBOE» mam. 191.

Tipo de pracedlmcemío: Recurso de amparo.

FoKsmte: Sr. Latorre Segura.

FaDio: Desestimatorio.

Acíoír: Particular.

Acto ümjringmado: Sentencia de Audiencia Territorial.

c5a: Artículos 24.1 de la CE y 64 de la Ley Juris-
diccional de lo Contencioso-Administrativo.

Cmeslióm amaizada: Necesidad de emplazamiento personal y directo.

s: Entre otras, Sentencias núms. 9 /81 , de
31 de marzo; 56/85, de 29 de abril; 81/85, de 4 de julio, y 150/86, de 27
de noviembre.

Coratemíairio:

Reitera jurisprudencia precedente.

SemJemcía mam. 142/87, de 23 de pi lo (mam. Reg. 857/85), «BOE» mam. 191.

Tipo de procedimieniito: Recurso de amparo.

IPomemíe: Sr. De la Vega Benayas.

Fa lo : Estimatorio.

Actor: Particular.

Acío ñmmpjiigmado: Sentencia de Magistratura de Trabajo.

Preceptos de ireíeinemcia: Artículos 24.1 de la CE y 359 de la LEC.

CmeslSoines amaizadas: Derecho a la tutela judicial efectiva y congruencia
de las resoluciones judiciales.
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IPirecedemtes purispradeiraaDes: Sentencias núms. 34/85, de 7 de marzo;
116/86, de 8 de octubre, y 29/87, de 6 de marzo, entre otras.

Comemíario:

Reitera jurisprudencia precedente.

Scmtemcia mam. 143/87, de 23 de septiembre (mam. Keg. 593/86), «BOE»
mam. 251.

Tipo de pirocedimiemío: Recurso de amparo.

Pomemte: Sr. Diez Picazo.

Fallo: Desestimatorio.

Actor: Sociedad General de Autores de España.

Acto impaigmiado: Auto del Tribunal Central de Trabajo.

Preceptos d© referemda: Artículos 24.1 de la CE y 153 y 178 de la LPL.

CnnesüioESS amaizadas: Derecho a la tutela judicial efectiva e inadmisión
del recurso de suplicación.

Precedemtes purisprademcjales: Sentencias núms. 3/83, de 25 de enero;
79/85, de 3 de julio, y 59/86, de 19 de mayo.

Reitera jurisprudencia precedente.

gemtemcña múm. 144/87, de 23 de septiembre (mam. Reg. 858/86), «BOE»
mam. 251.

Tipo de procedimiemto: Recurso de amparo.

Pomemte: Sr. Rubio Llórente.

Fallo: Desestimatorio.
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Actor: Sociedad limitada.

Acto impugnado: Auto de Juzgado de Instrucción.

Preceptos d!e referencia: Artículos 18.2, 20.5 y 24.1 de la CE y 87.2 de
la Ley Orgánica del Poder Judicial.

CuifistioEes amalizadas: Derecho a la tutela judicial efectiva y ejecución
de acto administrativo. Inviolabilidad del domicilio.

La cuestión que presenta mayor densidad teórica en la sentencia es la re-
lativa a la interpretación que efectúa del artículo 87.2 LOPJ. Tal norma atri-
buye a la jurisdicción contencioso-administrativa el control de legalidad de
los actos de la Administración cuya ejecución exija la entrada en un domici-
lio. Por tanto, «el juez de Instrucción actúa en estos supuestos como garante
del derecho a la inviolabilidad del domicilio y, en consecuencia, lo único que
ha de asegurar es que requiere efectivamente la entrada en él la ejecución
de un acto que, prima facie, parece dictado por autoridad competente en ejer-
cicio de facultades propias, garantizando al tiempo que esa irrupción en el
ámbito de la intimidad se produzca sin más limitaciones de ésta (o de¡ otros
derechos fundamentales de los ocupantes) que aquellas que sean estricta-
mente indispensables para ejecutar la resolución administrativa». Criterios
que, aplicados al caso, conducen a desestimar la demanda, pues el juez no
incumplió ninguno de estos deberes.

Semttemtía mam. 145/87, de 23 de septiembre (múm. Reg. 1041/86), «BOE»
mam. 251.

Jt Recurso de amparo.

Pomemte: Sr. Truyol Serra.

Fallo: Desestimatorio.

Actor: Particular.

Acto impugnado: Sentencia de Audiencia Provincial.

Preceptos dle refferemda: Artículos 24.2 de la CE y 340 bis a) .1 del Có-
digo Penal.
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Cuestión analizada: Presunción de inocencia.

Precedentes jurisprudenciales: Sentencias núms. 54/85, de 18 de abril;
62/85, de 10 de mayo; 100/85, de 3 de octubre; 103/85, de 4 de octubre;
107/85, de 7 de octubre; 145/85, de 28 de octubre; 148/85, de 30 de oc-
tubre; 104/86, de 17 de julio; 105/86, de 21 de julio; 109/86, de 24 de
septiembre; 134/86, de 29 de octubre; 44/87, de 9 de abril, y 92/87, de
3 de junio, entre otras.

Comentario:

Reitera jurisprudencia precedente.

Sentencia núm. 146/87, de 24 de septiembre (núm. Reg. 304/86), «BOE»
núm. 251.

Tipo de procedimiento: Recurso de amparo.

Ponente: Sr. García Mon.

Falo: Desestimatorio.

Actor: Particular.

Acto impugnado: Sentencia de Audiencia Territorial.

Preceptos de referencia: Artículos 14 y 16 de la CE y 42 y 86 del Código
Civil (redacción vigente en 1976).

Cuestiones analizadas: Igualdad, libertad religiosa y nulidad de matrimo-
nio civil.

Comentario:

Carece de interés doctrinal.

Sentencia núm. 147/87, de 25 de septiembre (núm. Reg. 936/86), «BOE»
núm. 251.

Tipo de procedimiento: Recurso de amparo.

Ponente: Sr. De la Vega Benayas.
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Fallo: Estimatorio.

Actor: Particular.

Acto impaigmado: Sentencia de Juzgado de Distrito.

Pirecepto de irefferemciia: Artículo 24.2 de la CE.

Cmuesíióim amaizada: Derecho a los medios de prueba pertinentes.

s: Sentencias núms. 116/83, de 7 de diciem-
bre; 51/85, de 10 de abril, y 30/86, de 20 de febrero, entre otras.

Coimemtainio:

La sentencia reitera la doctrina del Tribunal sobre el derecho a utilizar
los medios de prueba pertinentes para la propia defensa, aplicándola al su-
puesto, no ya sólo ordinario de inadmisión previa de las pruebas, sino de que
hayan sido inejecutadas, por inactividad del propio juez, a pesar de haber
sido previamente admitidas por él mismo, como sucede en el caso del que
trae origen el amparo.

Semtemida mam. 148/87, de 28 de septiembre (núm. Reg. 1416/86), «1OE»
mam. 2S1.

>: Recurso de amparo.

Pontemte: Sr. Leguina Villa.

FaMo: Estimatorio.

Acton Particular.

Acto ómjimgmado: Auto de Juzgado de Instrucción.

Preceptos de irefeirenda: Artículos 24 de la CE y 313 LECr.

Cmesíiomas amaizadas: Derecho al juez predeterminado por la Ley. Dere-
cho a la tutela judicial efectiva e inadmisión de querella.

Pirecedlemtes jwisjiirademcialles: a) Derecho al juez predeterminado por la
Ley: Sentencias núms. 47/82, de 12 de julio; 47/83, de 31 de mayo; 101/
84, de 8 de noviembre, y 23/86, de 14 de febrero, b) Derecho a la tutela ju-
dicial efectiva e inadmisión de querella: Sentencias núms. 108/83, de 29 de
noviembre, y 1/85, de 9 de enero.

262



RELACIÓN DE SENTENCIAS DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Comentario:

Reitera jurisprudencia precedente.

Semiéntela nérai. 149/87, de 30 de septiembre (núm. Reg. 758/86), «BOE»
mam. 251.

Tipo de procedimiento: Recurso de amparo.

Pontéente: Sr. Diez Picazo.

Fallo: Desestimatorio.

Actor: Particular.

Acto impugnado: Auto de Audiencia Territorial.

Preceptos de referencia: Artículos 24 de la CE y 506 y 863 de la LEC.

Cuestiones amaizadas: Derecho a utilizar los medios de prueba pertinen-
tes en el proceso civil; su relación con la indefensión.

Precedentes prisprademcóalles: Sentencias núms. 116/83, de 7 de diciem-
bre; 30/86, de 20 de febrero, y 40/86, de 1 de abril.

Comentario:

Reitera jurisprudencia precedente.

Sentencia núm. 150/87, de 1 de octubre (núm. Reg. 1085/86), «KOE» nú-
mero 251.

Tipo de procedimiento: Recurso de amparo.

Ponente: Sr. De la Vega Benayas.

Falo: Estimatorio.

Actor: Particular.

Acto impugnado: Sentencia de Juzgado de Instrucción.
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cña: Artículo 24.2 de la CE.

Cuestióni amaiizada: Presunción de inocencia.

Precedente pospradentciaDes: Especialmente, Sentencias núms. 174/85,
de 16 de diciembre; 80/86, de 17 de junio, y 105/86, de 21 de julio.

Comentario:

Reitera jurisprudencia precedente.

Ssmtemcia núm. 151/87, de 2 de octubre (múm. Reg. 66/86), «B<0>E» múm. 251.

Tipo de procedümiemto: Recurso de amparo.

Pomemte: Sr. López Guerra.

Falo: Estimatorio.

Actor: Particular.

Acto impaigutado: Sentencia de Audiencia Provincial.

Preceptos de irefferemic5a: Artículos 24.1 de la CE y 843 de la LEC.

Cmiestiomfis amaizadas: Derecho a la tutela judicial efectiva y principios
de contradicción y audiencia bilateral.

Pn-ecedemtes pnsprademciafcs: En especial, Sentencia núm. 112/87, de
2 de julio.

Comemtairiio:

Reitera jurisprudencia precedente.

Semtemcia mera. 152/87, de 7 de octubre (núm. Reg. l©88/86), «BOE» mú-
meiro 251.

Tipo de procedimiemto: Recurso de amparo.

Pomemte: Sr. Rodríguez Pinero.
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Fallo: Desestimatorio.

Actor: Particular.

Acío impugnado: Sentencia de Juzgado de Instrucción.

Preceptos de ireffeireimcña: Artículos 24 de la CE y 44.1.c) LOTC.

Cuestiones amaizadas: Necesidad de invocar en el proceso judicial el dere-
cho que se estima infringido como requisito del recurso de) amparo; natura-
leza subsidiaria de tal proceso de amparo. Dilaciones indebidas, presunción
de inocencia y tutela judicial efectiva.

Comentario:

Reitera jurisprudencia precedente.

Sentencia mam. 153/87, de 13 de ocfafore (núm. Reg. 558/85), «BOE» ná-
meiro 271.

Tipo de procedimiento: Recurso de amparo.

Ponente: Sra. Begué Cantón.

Fallo: Estimatorio.

Actor: Sociedad anónima.

Acto impugnado: Sentencia de Audiencia Nacional.

Preceptos de referencia: Artículos 24.1 de la CE y 64 de la Ley Jurisdic-
cional de lo Contencioso-Administrativo.

Cniestióira analizada: Necesidad de emplazamiento personal y directo.

Precedentes prisprademciales: Véase la Sentencia núm. 141/87, de 23 de
julio, y jurisprudencia que allí se cita.

Comentario:

Reitera jurisprudencia precedente.
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Sentencia múm. 154/87, de 14 de octubre (múm. Keg. 973/85), «BOE» nú-
mero 271.

Tipo de procedimiento: Recurso de amparo.

Poroemte: Sr. Latorre Segura.

Fa lo : Estimatorio.

Ación Particular.

Acto impugucado: Auto del Tribunal Supremo.

Preceptos de ireffeiremciia: Artículos 24.1 de la CE, 14.5 del Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos (Nueva York, 1966) y 851 y 874 de
la LECr.

Cineslioítes amaizadas: Derecho a la tutela judicial efectiva e inadmisión
del recurso de casación; significado de las exigencias formales.

§: Entre otras, Sentencias núms. 17/85, de
9 de febrero; 79/86, de 16 de junio, y 102/86, de 16 de julio.

Comenta™:

Reitera jurisprudencia precedente.

Sentencia múm. 155/87, de 14 de octatore (múm. Keg. 485/85), «BOE» nú-
mero 271.

Tapo d!e procedimiemto: Cuestión de inconstitucionalidad.

Pomeete: Sr. Rubio Llórente.

Fallió: Desestimatorio.

Promotor: Juzgado de primera instancia.

Acto ampugmado: Disposición transitoria 8 de la Ley 11/1981, de 13 de
noviembre, de Reforma del Código Civil.
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Preceptos de referemcna: Artículo 14 y disposición derogatoria 3 de la
Constitución.

Ctiestiionies analizadas: Fuerza derogatoria de la Constitución. Prohibi-
ción de discriminación por razón de filiación. Normas sobre aplicación del
Derecho como objeto de la cuestión de inconstitucionalidad.

Pirecedemíes prispimidemciales: Fuerza derogatoria de la Constitución:
Sentencias núms. 4/81, de 2 de febrero, y 14/81, de 29 de abril.

Comemtorio:

El juez ordinario cuestiona la legitimidad constitucional de la disposición
transitoria 8 de la Ley 11/81, en la medida en que esta disposición («las su-
cesiones abiertas antes de entrar en vigor esta Ley se regirán por la legislación
anterior y las abiertas después, por la nueva legislación») le lleva a identificar
como norma aplicable en el juicio del que conoce una legislación preconsti-
tucional como la del artículo 807 CC (precepto que confería la condición
de herederos forzosos únicamente a «los hijos y descendientes legítimos res-
pecto de sus padres y ascendientes»), que a su juicio vulneraría el principio
de no discriminación por razón de filiación contenido en el artículo 14 CE.

El Tribunal estima, sin embargo, que la norma no es inconstitucional. Pues,
si bien «es claro que el legislador posconstitucional viola la Constitución si
pretende mantener en vigor después de promulgada ésta, y aunque sólo por
tiempo limitado, normas que chocan frontalmente con sus mandatos», éste
no es el caso de la disposición transitoria 8, que se remite a la legislación
anterior (a 1981), expresión que «incluye los cambios que en el contenido del
Código Civil produjo la entrada en vigor de la Constitución, cambios que
está facultado para apreciar por sí el juez ordinario». La lógica y el principio
de conservación de los efectos de la norma exigen esta interpretación, dado
que «limitar a los viejos preceptos del Código Civil, en su redacción anterior
a la Constitución, la remisión contenida en la disposición transitoria, equi-
valdría, en efecto, a sostener que estos preceptos, que los jueces pudieron y
debieron inaplicar a las sucesiones abiertas a partir de la vigencia de la Cons-
titución, en cuanto hubieran resultado derogados por ésta, habrían recobra-
do su vigor por mandato del mismo legislador que los derogaba expresamen-
te para acomodar el régimen sucesorio a la Constitución y servir al principio
de seguridad jurídica que ésta (art. 9.3) consagra».
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Sen tada miran. 156/87, de 14 de octubre (múm. Reg. 998/87), «1OE» mú-
mero 271.

Tipo de procedñmiemto: Cuestión de inconstitucionalidad.

Pomemte: Sr. Rubio Llórente.

FaJDo: Desestimatorio.

Promotor: Sala de Audiencia Provincial.

Acto impuigmado: Disposición adicional 6.3 de la Ley 5/1983, de 29 de
junio, de Medidas Urgentes en Materia Presupuestaria, Financiera y Tri-
butaria.

Preceptos de refferemda: Artículos 9.3 y 134.7 de la CE.

Cmesínomes amaizadas: Prohibición a la Ley de Presupuestos de crear tri-
butos. Retroactividad de las normas fiscales; su relación con los principios
de capacidad económica, seguridad jurídica e interdicción de la arbitrariedad.

Pirecedemíe prisprademcñall: Sentencia núm. 126/87, de 16 de julio.

Comemíario:

El objeto, fundamentación y fallo de la presente cuestión de inconstitu-
cionalidad son idénticos a los de la Sentencia núm. 126/87, de 16 de julio.

Sentencia múm. 157/87, de 15 de octobre (múm. Reg. 1187/86), «BOE» nú-
mero 271.

Tipo de procedóimiemto: Recurso de amparo.

Fomente: Sr. De la Vega Benayas.

FalBo: Estimatorio.

Actor: Particular.

Acto DmpmgDtado: Auto de Magistratura de Trabajo.
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Preceptos de refeireicia: Artículos 24.1 de la CE y 26, 27, 32 y 33 de la
Ley de Procedimiento Laboral.

CiiesíioEfis amaizadas: Derecho a la tutela judicial efectiva y principios
procesales de audiencia bilateral y de contradicción; la falta de emplazamien-
to personal puede constituir lesión constitucional.

Piecedemites pirispiradeinidaEes: Sentencias núms. 37/84, de 14 de marzo;
156/85, de 15 de noviembre; 14/87, de 11 de febrero; 36/87, de 25 de
marzo, y 39/87, de 3 de abril.

Comentario:

Reitera jurisprudencia precedente.

Sentencia mam. 158/87, de 2® de octabre (mnúnm. Reg. 599/86), «BOE»
imewí 271.

Tipo de procedimiemto: Recurso de amparo.

Poníante: Sr. Diez Picazo.

FalEo: Desestimatorio.

Actor: Sociedad anónima.

Acto imniipmgntado: Sentencia del Tribunal Supremo.

Preceptos de reffeireniciffl: Artículos 24.1 de la CE, 1798 LEC y 189 LPL.

Ctiestioimes amaizadas: Derecho a la tutela judicial efectiva y recurso de
revisión; inadmisión del recurso de revisión por su planteamiento fuera de
plazo; naturaleza jurídica del recurso de revisión.

Pirecedemíes prispradeinicbles: Especialmente, Sentencias núms. 50/82,
de 15 de julio, y 164/86, de 17 de diciembre.

Comentario:

La Sala reitera y sintetiza doctrina precedente: son aplicables al mal lla-
mado recurso de revisión las garantías del artículo 24 CE; el establecimiento
de un plazo para el ejercicio de la acción revisora es en sí mismo constitu-
cionalmente legítimo, en cuanto preserva o tiende a preservar un valor o un
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principio constitucional como es el de la seguridad jurídica, plasmado en este
ámbito en la santidad de cosa juzgada; no obstante lo anterior, la causa de
inadmisión del recurso de revisión debe ser apreciada por el juzgador de ma-
nera razonada y de acuerdo con la interpretación de la norma en el sentido
más favorable para el ejercicio de la acción; sin embargo, si bien deben repu-
diarse los formalismos enervantes, no puede dejarse al arbitrio de las partes
el cumplimiento de los requisitos procesales ni la disposición del tiempo en
que éstos han de cumplirse, apreciación esta extensible al mismo ejercicio
de las acciones.

Ssmíemda mam. 159/87, de 26 de ocfafoire (núm. Reg. 1/87), «BOE» mam. 271.

Tipo dle procedimíieinito: Recurso de amparo.

IPontsmíe: Sr. Rubio Llórente.

Falo: Estimatorio.

Actfoir: Particular.

Acto ürapangrado: Sentencia de Juzgado de Instrucción.

Preceptos de reíeremda: Artículos 24.1 y 164 de la CE.

s: Derecho a la tutela judicial efectiva y principio
de cosa juzgada. Efectos de las sentencias del Tribunal Constitucional en el
recurso de amparo.

cbí: Sentencia núm. 104/86, de 17 de julio.

Voto jpaurtñconllaír: Sr. Díaz Eimil..

La Sala declara no conforme a la Constitución (concretamente, al dere-
cho a la tutela judicial efectiva) la adopción por un Juzgado de Instrucción
de una nueva resolución tras haber sido anulada una suya anterior, de idén-
tico fallo, por la Sentencia núm. 104/86 del Tribunal Constitucional. «Cierto
es que los órganos judiciales deben atender a lo declarado y resuelto por el
Tribunal Constitucional en las sentencias por las que un amparo se conceda
y que tal consideración del fallo y de los fundamentos que a él llevaron puede
requerir una interpretación por los juzgadores a quo del alcance de la senten-
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cia constitucional a fin de dar un cabal cumplimiento a lo resuelto en ella»,
pero tal interpretación de la sentencia no puede llevar «ni a contrariar lo es-
tablecido en ella ni a dictar resoluciones que menoscaben la eficacia de la
situación jurídica subjetiva allí declarada», como ocurre, precisamente, con
la Sentencia del Juzgado de Instrucción recurrida en amparo. Pues es inacep-
table constitucionalmente que, «anulada una sentencia penal condenatoria por
los defectos intrínsecos del razonamiento en ella expuesto, se llegue a dictar
por el mismo órgano judicial nueva resolución de fondo». Y, por tanto, en
el caso, dictada tal sentencia con menoscabo de un derecho fundamental, el
respeto a tal derecho obliga a tener por firme la sentencia de instancia y a
considerar la Sentencia del Juzgado de Instrucción, revocatoria de aquélla,
contraria al derecho a la tutela judicial efectiva en relación con la preserva-
ción de la firmeza de la sentencia de instancia, que recobró pleno vigor al
anularse la dictada en apelación.

Semtemidia rám. 160/87, de 27 de octobire (mm. Reg. 263/85), «BOE» wé-
meiro 271.

Tipo de procedimiento: Recurso de inconstitucionalidad.

Pomemte: Sr. De la Vega Benayas.

Falo: Desestimatorio.

Actor: Defensor del Pueblo.

Acto impugimado: Ley 48/1984, de 26 de diciembre, reguladora de la
objeción de conciencia y de la prestación social sustitutoria, y artículo 2, apar-
tados 1, 2, 3 y 4 de la Ley Orgánica 8/1984, reguladora del régimen de re-
cursos y régimen penal en materia de objeción de conciencia y prestación
social sustitutoria.

Preceptos de refeireinicia: Artículos 9.3, 14, 16, 18, 30.2, 53.2 y 81 CE.

Cmestioirces amaizadas: Naturaleza jurídica del derecho a la objeción de
conciencia; su no sujeción a la reserva de ley orgánica; excepcionalidad del
derecho a la objeción de conciencia y su relación con el principio de no dis-
criminación, el derecho a no declarar sobre la ideología personal y la intimi-
dad personal; régimen disciplinario y penal del objetor.
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prispirnideinicialles: Especialmente, acerca de la naturaleza jurí-
dica del derecho a la objeción de conciencia, Sentencia núm. 15/82, de 23
de abril.

¡Votos panríicmJaires: Srs. De la Vega Benayas, García Mon y Rodríguez
Pinero.

Las tesis principales del Tribunal, distintas y contrapuestas a las del re-
currente, son las siguientes:

1. Formalmente, a la regulación del derecho a la objeción de concien-
cia no le alcanza la reserva de ley orgánica prevista en el artículo 81 CE, la
cual, según reiterada doctrina del Tribunal, abarca únicamente al desarro-
llo legislativo directo de los derechos comprendidos en la sección 1, capí-
tulo II del título I.

2. El derecho a la objeción de conciencia es un derecho de naturaleza
constitucional —y no de mera configuración legal—, pero no fundamental,
ni considerado en sí mismo ni en relación a otros derechos, como el de li-
bertad ideológica, pues constituye una excepción al cumplimiento de un deber
general (de prestar el servicio militar); «es justamente su naturaleza excepcio-
nal lo que le caracteriza como derecho constitucional autónomo, pero no fun-
damental», por lo que «debe el Estado regularlo con 'las debidas garantías'».

3. Entre tales garantías se halla la necesidad de la interpositio legislato-
ris: «Por un lado, el legislador, la comunidad, no puede satisfacerse con la
simple alegación de una convicción personal que, por excepcional, ha de ser
contrastada para la satisfacción del interés común. De otro, el objetor, para
la recognoscibilidad de su derecho, ha de prestar la necesaria colaboración si
quiere que su derecho sea efectivo para facilitar la tarea de los poderes pú-
blicos en este sentido.»

4. A partir de estos presupuestos fundamentales, decide el Tribunal acer-
ca de las causas concretas de inconstitucionalidad material propuestas en el
recurso:

a) La solicitud del objetor y la competencia del Consejo Nacional de
Objeción de Conciencia no pueden ser causa de inconstitucionalidad, pues el
Consejo se limita a reconocer, no a constituir, la condición de objetor.

b) Tampoco la petición del CNOC dirigida al objetor para que amplíe
los razonamientos de su solicitud es inconstitucional, dado que ni siquiera la
exigencia de la solicitud en sí misma lo es.

En ambos casos [a) y b)] desaparece la posible colisión con los dere-
chos a no declarar sobre la ideología personal (art. 16.2 CE) y a la intimi-
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dad (art. 18 CE), por el mismo ejercicio del derecho a la objeción, «que en
sí lleva la renuncia del objetor a mantener en el ámbito secreto de su con-
ciencia sus reservas ideológicas a la violencia y/o a la prestación del servicio-
militar».

c) No vulnera el principio de igualdad la regulación, respecto a la for-
ma y tiempo en que ha de prestarse, de la prestación social sustitutoria en
relación a la del servicio militar, pues ambas prestaciones son de suyo dis-
tintas.

d) Del mismo modo, tampoco infringe el principio de igualdad el que
la Ley Orgánica 8/84 no equipare el régimen disciplinario del objetor al de
los funcionarios civiles, pues la relación del funcionario con la Administra-
ción civil es, en su inicio, voluntaria para el ciudadano, es decir, no configura-
da como un deber como lo es el servicio social sustitutorio, por lo que ambas-
situaciones no son comparables.

e) Por último, frente a la tesis del Defensor del Pueblo en el sentido
de que el tratamiento penal de la Ley Orgánica 8/84 lesiona los principios
de igualdad y de proporcionalidad de las sanciones en relación con las seña-
ladas para los militares en el Código Penal Militar para conductas semejantes,
estima el Tribunal que «ni el término de comparación es correcto ni se da
tampoco la arbitrariedad que se denuncia». Y ello porque las situaciones no-
son sustancialmente iguales, por lo que el legislador puede tener un margen
amplio de actuación, y, además, porque el problema de la proporcionalidad
entre pena y delito es competencia (si bien controlable jurisdiccionalmente
cuando exista una considerable desproporción) del legislador en el ámbito de-
su política penal.

Semíemcia wfom. 161/87, de 27 de octobire (mam. Meg. 34/86), «BOE» nú-
mero 271.

Topo de procedimiento: Cuestión de inconstitucionalidad.

Poroemte: Sr. Latorre Segura.

Fallo: Desestimatorio.

Promotor: Sala de la Audiencia Nacional.

Acto nmpugncado: Ley 48/84, de 26 de diciembre, reguladora de la obje-
ción de conciencia y de la prestación social sustitutoria.
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PireeqDtos d!s raffemeinidia: Artículos 16.1 y 81 de la CE.

CmestioEes analizadas: No sujeción del derecho de objeción de conciencia
a la reserva de ley orgánica. El derecho a la objeción de conciencia como
concreción de la libertad ideológica. El no reconocimiento de la objeción so-
brevenida como integrante del contenido esencial del derecho a la objeción
de conciencia.

Sentencias núms. 15/82, de 23 de abril, y
160/87, de 27 de octubre. En relación al contenido esencial de los derechos
fundamentales, véase Sentencia núm. 11/81, de 8 de abril.

Votos ipairíkcnlaires: Sres. De la Vega Benayas, Rodríguez Pinero y Latorre
Segura.

Comemtairio:

Se cuestiona la legitimidad constitucional de la Ley 48/1984 en general
por no tener carácter de orgánica y, en especial, su artículo 1.3 («El derecho
a la objeción de conciencia podrá ejercerse hasta el momento en que se pro-
duzca la incorporación militar en filas y, una vez finalizada ésta, mientras
se permanezca en situación de reserva»). Respecto a la primera cuestión, se
reitera la doctrina sentada en la Sentencia núm. 160/87.

En relación al segundo aspecto planteado, el no reconocimiento legisla-
tivo de la objeción sobrevenida, el Tribunal realiza la siguiente argumenta-
ción: el derecho a la objeción de conciencia es un derecho contemplado ex-
plícita (art. 30.2 CE) e implícitamente (como concreción de la libertad
ideológica del artículo 16.1 CE) en el ordenamiento constitucional español;
a tenor del artículo 53.1 CE, la Ley que lo regule deberá respetar su conte-
nido esencial; la Ley 48/84 es una Ley reguladora del derecho a la objeción
de conciencia, luego el único punto a dilucidar es si el artículo 1.3 de esa Ley
respeta o no el contenido esencial de ese derecho:

a) El derecho a la objeción de conciencia, a pesar de guardar relación
con la libertad ideológica (art. 16.1 CE), es autónomo respecto de ella.

b) Tal derecho consiste en una excepción a un deber, el de cumplir el
servicio militar obligatorio, y su regulación legal ha de guardar «las debidas
garantías», entre las que se debe incluir «las necesidades y buen funciona-
miento de las Fuerzas Armadas, cuya relevancia constitucional está recono-
cida en el artículo 8 CE».

c) La fijación en el mismo precepto constitucional del servicio militar
obligatorio y la obligada regulación del derecho a la objeción de concien-
cia «con las debidas garantías» en el senido indicado en b), «delimitan la
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libertad del legislador para configurar el derecho de objeción, forzándole a
ponderar todos los bienes jurídicos protegibles en juego».

d) El Tribunal concluye, en este contexto, que «no parece excesiva la
restricción impuesta por el artículo 1.3»:

1. Queda a salvo el pleno ejercicio del derecho antes y después del pe-
ríodo en que se suspende o excluye su ejercicio.

2. «La exclusión misma resulta justificable en la medida en atención a
la organización interna del servicio militar obligatorio y a la prestación de un
deber constitucional cuya dimensión colectiva podría resultar perturbada por
el ejercicio individual del derecho durante el período de incorporación a filas».

Semtemcia mam. 162/87, de 27 de octobire (mam. Meg. 350/86), «BOE» mú-
meiro 271.

Tipo de procedimiento: Recurso de amparo.

Porcemte: Sr. López Guerra.

Falo: Desestimatorio.

Actor: Particular.

Acto impugmaido: Resolución de Dirección General.

Pirecepto§ de rafferenuáa: Artículo 14 de la CE y disposición transitoria 9.2
de la Ley Orgánica 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma Universitaria.

Cuestión amalízada: Principio de igualdad en la Ley.

Precedente prispmiiideinicial: Sentencia núm. 26/87, de 27 de febrero.

Conmemíairio:

Reitera jurisprudencia precedente.

Sentencia mam. 163/87, de 27 de octubre (múm. Reg. 389/86), «B0E» man-
mnero 279.

Topo de procedümíemto: Cuestión de inconstitucionalidad.

Fomente: Sr. Tomás y Valiente.
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Fallo: Desestimatorio.

Promotor: Sala de Audiencia Territorial.

Acto Smpangircado: Artículos 1, 2, 4 y 5 de la Ley 37/1984, de 22 de oc-
tubre, de reconocimiento de los derechos y servicios prestados a quienes
durante la guerra civil formaron parte de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de
Orden Público y Cuerpos de Carabineros de la República.

Preceptos de referemdia: Artículos 1.1, 9 y 14 de la CE.

Cmestioiraes amatñzadas: Igualdad ante la ley y legislación de amnistía.

Precederte jürisprnatatciall: Sentencia núm. 116/87, de 7 de julio.

La Sentencia se remite a los obiter dicta y fallo de la anterior Sentencia
número 116/87, de 7 de julio, pues resuelve una cuestión sustancialmente
idéntica.

Semíemcia mam. 164/87, de 27 de octubre (mam. Reg. 390/86), «ffiOE» mú-
meiro 279».

Tipo de procedinmiemto: Cuestión de inconstitucionalidad.

Pomsmtte: Sr. Tomás y Valiente.

Fallo: Desestimatorio.

Promotor: Sala de Audiencia Territorial.

Acto impingmado: Artículos 1, 2, 4 y 5 de la Ley 37/1984, de 22 de oc-
tubre, de reconocimiento de los derechos y servicios prestados a quienes du-
rante la guerra civil formaron parte de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de
Orden Público y Cuerpos de Carabineros de la República.

Preceptos de trefereamria: Artículos 1.1, 9 y 14 de la CE.

CaesíioEes alcalizadas: Igualdad ante la Ley y legislación de amnistía.

Precedemíe prisjpamdemciaí: Sentencia núm. 116/87, de 7 de julio.
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Comentario:

La Sentencia se remite a los obiíer dicta y fallo de la anterior Sentencia
número 116/87, de 7 de julio, pues resuelve una cuestión sustancialmente
idéntica.

Sentencia múm. 165/87, de 27 de octiubire (ném. Reg. 441/86), «1OE» uú-
meiro 279.

Tipo de procedimiento: Recurso de amparo.

Ponente: Sr. Díaz Eimil.

Fatuo: Desestimatorio.

Actor: Particular.

Acto impugnado: Sentencia del Tribunal Supremo.

Preceptos de referencia: Artículos 20, 22.1 y 24 de la CE.

Cuestiones analizadas: Derecho de asociación y Asociaciones de Vecinos.
Presunción de inocencia. Libertad de expresión e información vs. derecho
al honor.

Precedentes jmurispnidencnales: Libertad de expresión e información vs. de-
recho al honor: Sentencias núms. 6/81, de 16 de marzo, y 104/86, de 17 de
julio.

Comentario:

Reitera la jurisprudencia anterior del Tribunal sobre los diversos temas
que trata al resolver el recurso. A destacar el papel relevante que atribuye a
las Asociaciones de Vecinos como «instrumento de participación de los ciu-
dadanos en la vida pública», especialmente la local, con el fin de procurar
la defensa de los intereses generales o sectoriales de los vecinos y asumiendo,
«entre otras, la función de informar y concienciar a la opinión pública sobre
situaciones que consideren injustas o lesivas al colectivo ciudadano o a alguno
de sus miembros, siendo, por tanto, agrupaciones que se constituyen en ejer-
cicio del derecho fundamental de asociación que garantiza el art. 22.1 CE».
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Semtemdia mam. 166/87, de 28 de octabre (núm. Reg. 377/84), «BOE» miúi-
meiro 279.

Tipo d!e procedliimfleinillo: Conflicto positivo de competencia.

IPomemte: Sr. Rodríguez Pinero.

Fa lo : Desestimatorio.

Actor: Junta de Galicia.

LACÍO ñmpiiigrado: RD 3350/1983, de 21 de diciembre, sobre condicio-
nes de los convenios de encargo de construcción de viviendas por el Instituto
para la Promoción Pública de la Vivienda (IPPV) a sociedades estatales.

Precepto de refeiremóa: Artículo 63.1 LOTC.

Craesliomes amaíkadas: Naturaleza y requisitos del conflicto de compe-
tencias.

PremSerotes jomñsjpinuideinidialles: Sentencias núms. 67/83, de 22 de julio,
y 95/84, de 18 de octubre.

La Sentencia desestima las pretensiones del promotor del conflicto, pues
sobrepasan con mucho el objeto específico sobre el que el conflicto se plantea
—un determinado Real Decreto que regula condiciones generales de contra-
tación relativas a determinados convenios con sociedades estatales, una norma
carente de virtualidad per se para invadir competencias, pues se trata de una
norma interna al aparato estatal— e intentan centrarse sobre los problemas
generales de la competencia en materia de vivienda y en los efectos del re-
traso por el Estado del traspaso a la Comunidad Autónoma gallega de los
servicios correspondientes. Frente a ello, el Tribunal trae en aplicación su
doctrina anterior acerca de la exigencia, en orden a plantear el conflicto de
competencias, de que «la disposición presuntamente invasora o lesiva de las
competencias autonómicas transgreda el orden constitucional de competen-
cias y, a la par, que afecte al ámbito de autonomía promotora del conflicto».
Es, en consecuencia, el conflicto «un mecanismo reparador, sin que pueda
utilizarse (como se pretendía en el caso concreto) con funciones meramente
preventivas ante posibles sospechas de actuaciones viciadas de incompeten-
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cia», pues se requiere «la existencia de un efectivo y real despojo de la com-
petencia por el ente territorial invasor que genere una correlativa vindicatio
potestatis por el ente invadido que se ve despojado de su competencia, sin
admitir planteamientos meramente preventivos o cautelares o virtuales o
hipotéticos».

Sentencia mam. 167/87, de 28 de octubre (núm. Reg. 666/86), «BOE» nú-
mero 279.

Tipo de pirocedimieinito: Recurso de amparo.

Ponente: Sr. Leguina Villa.

Fallo: Estimatorio.

Actor: Particular.

Acto impugnado: Auto de Audiencia Territorial.

Preceptos de referencia: Artículos 24.1 y 117.3 de la CE.

Cuestiones analizadas: Derecho a la tutela judicial efectiva y ejecución
de las decisiones judiciales.

s: Véase la Sentencia núm. 125/87, de 15 de
julio, y la jurisprudencia que allí se cita.

Comentario:

Reitera jurisprudencia precedente, insistiendo en que son los incumpli-
mientos administrativos disimulados o indirectos («insinceridad de la desobe-
diencia disimulada») de las sentencias donde se ocultan «los mayores riesgos
tanto para el sistema jurídico en general como para los derechos de los par-
ticulares».

Sentencia núm. 168/87, de 29 de octubre (núm. Reg. 376/86), «BOE» nú-
mero 279.

Topo de procedí miento: Recurso de amparo.

Poniente: Sr. López Guerra.
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Fallo: Desestimatorio.

Actor: Particular.

Acto ümpaígmadlo: Sentencia de Audiencia Territorial.

Precepto de referencia: Artículo 24 de la CE.

<üuesl5ome§ amaizadas: Derecho a la tutela judicial efectiva e interdicción
de la indefensión.

Coimsinitairio:

Carece de interés doctrinal.

Semtemcia mam. 1(59/87, de 29 de octubre (mam. Keg. 1352/87), «BOE» mú-
me¡ro 279.

Tipo de pirocedimieinito: Recurso de amparo electoral.

PoESimtte: Sr. Diez Picazo.

FaBOo: Estimatorio.

Actor: Partido político.

Acto impugnado: Acuerdo de Junta Electoral.

Preceptos de referemda: Artículos 23.2 de la CE y 113.2 de la Ley Orgá-
nica del Régimen Electoral General.

üuestióm amaizada: Derecho a acceder a cargos públicos en condiciones
de igualdad.

La Sala interpreta el artículo 113.2 LOREG (las Sentencias de las Audien-
cias territoriales podrán tener como contenido posible, en los recursos con-
tencioso-electorales sobre proclamación de electos, el fallo de «nulidad de la
elección celebrada y necesidad de efectuar nueva convocatoria en una circuns-
cripción correspondiente») en el sentido de que la expresión «nueva convo-
catoria», si es empleada sin especificación de ninguna especie, se refiere a la
convocatoria de un proceso electoral íntegro con inclusión de todas sus fases
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y no únicamente a la repetición del acto de la votación y posteriores. Abonan
esta interpretación la propia literalidad del precepto y el hecho de que sea la
más favorable para el ejercicio del derecho fundamental de participación po-
lítica, «que lleva a abrir la nueva convocatoria tanto para los electores como
para los elegibles».

Sentencia mam. 170/87, de 3® de octabre (mam. Reg. 383/86), «BOE» mé-
meiro 279.

Tupo de procedñmüemto: Recurso de amparo.

Ponemile: Sr. García Mon.

Fallo: Desestimatorio.

Ación Particular.

Acto impugnado: Sentencia de Magistratura de Trabajo y del Tribunal
Supremo.

Preceptos de referencia: Artículos 14, 18, 24.1 y 117.3 de la CE y 20 del
Estatuto de los Trabajadores.

Cinestiomes analizadas: Derecho a la tutela judicial efectiva y decisión
sobre la pertinencia de las pruebas propuestas por las partes. Principio de
igualdad en la aplicación judicial de la ley. Eficacia de los derechos funda-
mentales en las relaciones entre privados. Facultades directivas del empleador
y derecho constitucional a la intimidad personal y la propia imagen.

Precedentes pirispiniideinicñales: Eficacia de los derechos fundamentales en
las relaciones entre privados: Sentencias núms. 73/82, de 2 de diciembre;
78/82, de 20 de diciembre; 55/83, de 26 de junio, y 18/84, de 7 de febrero,
entre otras.

Recurso contra varias sentencias de la jurisdicción laboral que declara-
ron procedente el despido de un trabajador, posterior solicitante del amparo,
por desobediencia reiterada [art. 50.2.b) Estatuto de los Trabajadores] a
rasurarse su barba. El recurrente alega, en sede de amparo, indefensión pro-
cesal, discriminación en la aplicación judicial de la norma y lesión de su de-
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recho a la intimidad y a la propia imagen. La Sala no aprecia ninguna de
las tres pretendidas causas de vulneración de los derechos fundamentales,
reiterando, respecto de las dos primeras, doctrina precedente. La alegada
violación del artículo 18.1 CE, a diferencia de aquéllas, no sería imputable a
las resoluciones judiciales, sino a la decisión del empresario, adoptada en el
marco de un contrato de trabajo, de que el trabajador, por estar en contacto
directo con los clientes, se afeitase la barba, pero, según doctrina consolidada
del Tribunal, sería «la desprotección de tal derecho por las sentencias im-
pugnadas lo que se recurre en amparo». Pues bien, dado que «no pueden con-
siderarse violados los derechos a la intimidad personal cuando se impongan
limitaciones a los mismos como consecuencia de deberes y relaciones jurídi-
cas que el ordenamiento jurídico regula», y que, por tanto, lo que se discute
en el proceso es «si la decisión personal del trabajador sobre su apariencia
física puede o no limitarse en virtud de las relaciones laborales en que des-
arrolla su actividad», la Sala estima que el problema ha sido ya válidamente
enjuiciado y resuelto por la jurisdicción ordinaria, mediante resoluciones que
no pueden ser valoradas o reemplazadas por la actividad del Tribunal, pues
no desbordan los límites de la legalidad ordinaria.
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